Radicación: 660013109003-2020-00004-01

Accionante:   Ciro Alexis García Escobar
Accionado: Nueva EPS 

Decisión: Confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA SALUD / CARÁCTER FUNDAMENTAL / PROCEDENCIA DE LA TUTELA / DEBE EXISTIR UNA ACCIÓN U OMISIÓN QUE VULNERE EL DERECHO / SE NIEGA EL AMPARO.
El artículo 49 de nuestra Carta Magna ha establecido el derecho a la salud como un servicio público esencial, el cual puede ser prestado tanto por particulares como por el Estado, sin embargo, siempre será este último el encargado de garantizarle el acceso a este servicio a toda la población…
Se debe recordar que ha sido la Corte Constitucional la que de manera genérica ha establecido que el acceso a la salud debe ser eficiente, oportuno y de calidad, de tal suerte que si se niega uno solo de los componentes que sean necesarios para la recuperación del paciente, se le está afectando injustificadamente…
… es claro que no se ha demostrado una actitud renuente por parte de la entidad demandada, o una actitud evasiva de sus responsabilidades que lleve a pensar que se deben dar órdenes adicionales, ello significa que este Juez de tutela no tiene a su alcance ninguna prueba o fundamento que deje entrever la vulneración que supuestamente se le ha generado a los derechos fundamentales del señor Ciro Aléxis; y bajo esa perspectiva, la presente acción constitucional resulta improcedente. Así lo ha dicho la Corte Constitucional: 

“(…) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”, ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta el señor CIRO ALEXIS GARCÍA ESCOBAR, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira el 28 de enero hogaño, mediante el cual declaró la improcedencia de la solicitud de amparo constitucional invocada por el recurrente en contra de la NUEVA EPS.
ANTECEDENTES:

Contó el accionante que por parte de la EPS se le está prestando un mal servicio de salud, dado que él requiere de un manejo integral de sus patologías, un by pass gástrico, un otorrino que le revise unas lesiones en la nariz, oído y garganta y un urólogo para la condición de la próstata. Refirió que cada vez que acude al médico lo remiten a psiquiatría. 
PRETENSIONES:

De acuerdo a los anteriores hechos, solicitó que se conceda la solicitud de amparo constitucional reclamada, y en consecuencia, se le garantice atención integral, concediéndole cita con los especialistas antes referidos. 
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:

· Admisión: 

El Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira admitió la acción mediante auto del 16 de enero hogaño, y en él ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Nueva EPS para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
· Pronunciamiento de la entidad accionada: 

Dentro del Término de traslado la entidad demandada, por intermedio de su apoderado especial, se pronunció frente a la queja de la accionante argumentando que esa entidad no ha negado los servicios de salud del accionante. Además aseguró que según la historia clínica del paciente, se observa que se trata una persona en la 6º década de la vida, quien desde hace varios años viene siento tratado por la especialidad de psiquiatría, dado que padece un trastorno psicótico de esquizofrenia paranoide, con ideación delirante de daño orgánico múltiple (dermatológico, renal, digestivo). 

Exaltó que el accionante hace a los médicos solicitudes por fuera de contexto, pidiendo por ejemplo la realización de un By pass cuando él es una persona delgada, por lo que de ninguna manera requiere de una cirugía que busca controlar el peso. 

Pidió entonces que se pongan en contexto las pretensiones del accionante, que además de no tener soporte médico, son producto que sus condiciones mentales, su trastorno psicótico, su adicción a sustancias psicoactivas que generan una desviación de su juicio. 
· Fallo de primera instancia: 
Al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento resolvió mediante sentencia del 28 de enero hogaño, negar las pretensiones de la acción de tutela, al concluir que no se demostró que existió negativa ni omisión atribuible a la EPS accionada en detrimento de las garantías fundamentales invocadas como vulneradas. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

Inconforme con la decisión de instancia, el accionante presentó dentro del término legalmente previsto un escrito mediante el cual la impugnó. En dicho memorial señaló que ninguno de los galenos que lo han valorado ha emitido orden médica que atienda sus requerimientos de “gastro, otorrino, urólogo, toxicología”, lo cual se traduce en negligencia médica, porque se ha pretendido desviar la atención de los procedimientos que él necesita, porque él no padece el trastorno de esquizofrenia paranóica ni EPOC.
Refiere que él no ha pedido ningún EPOC, que existe un supuesto procedimiento odontológico con la profesional Natalia Hurtando, pero a él jamás lo han tratado odontológicamente. Señaló que las alteraciones de su salud están a la vista, que tiene lesiones en el cuerpo, en la nariz, como lipomas y quemaduras, los senos frontales hinchados, los labios morados, hinchazón de la próstata y del esófago. 
Indicó que a él lo ampara la Constitución. Insistió en que se le haga examen de toxicología. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

· Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017.  

· Problema Jurídico: 

Le compete a esta Corporación establecer si en el presente asunto le asiste razón al recurrente, en el sentido de que la decisión de primer nivel debe ser revocada para en su lugar acceder a las pretensiones elevadas en la solicitud de amparo constitucional.
· Solución: 

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona está facultada para promover acción de tutela ante los jueces en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, para la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

El artículo 49 de nuestra Carta Magna ha establecido el derecho a la salud como un servicio público esencial, el cual puede ser prestado tanto por particulares como por el Estado, sin embargo, siempre será este último el encargado de garantizarle el acceso a este servicio a toda la población; es por ello, que la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia ha recalcado la autonomía de este derecho y ha indicado que su protección asegura el principio constitucional de la dignidad humana, tesis que fue reforzada por medio de la Ley 1751 de 2015.
Se debe recordar que ha sido la Corte Constitucional la que de manera genérica ha establecido que el acceso a la salud debe ser eficiente, oportuno y de calidad, de tal suerte que si se niega uno solo de los componentes que sean necesarios para la recuperación del paciente, se le está afectando injustificadamente. Por ello es necesario imponer forzadamente esta atención, para evitar que se presente aquella vulneración, e impedir así una amenaza en sus derechos, acorde con lo previsto en el artículo 5º del Decreto 2591 de 1991. Así lo ha expuesto el Alto Tribunal:

“La atención y tratamiento a que tienen derecho los pertenecientes al sistema de seguridad social en salud cuyo estado de enfermedad esté afectando su integridad personal o su vida en condiciones dignas, son integrales; es decir, deben contener todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y el seguimiento, así como todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento de la salud del paciente o para mitigar las dolencias que le impiden llevar su vida en mejores condiciones; y en tal dimensión, debe ser proporcionado a sus afiliados por las entidades encargadas de prestar el servicio público de la seguridad social en salud”. 

“Así, la integralidad en la prestación del servicio de salud está encaminada a (i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología.

“En consecuencia, una EPS vulnera el derecho fundamental a la salud de una persona cuando presta un servicio en salud fraccionado, dejando por fuera exámenes, medicamentos y demás procedimientos que la persona requiere para recuperarse, no autoriza el transporte medicalizado necesario para acceder al tratamiento o aminorar sus padecimientos, todos los cuales hayan sido prescritos por el médico tratante…”.
 (Negrillas y subrayas propias de la Sala). 

Sobre la protección del principio de integralidad en las decisiones de tutela, el Máximo Tribunal constitucional ha precisado
:

“Frente al principio de integralidad en materia de salud, la Corte Constitucional ha estudiado el tema bajo dos perspectivas, la primera, es la relativa al concepto mismo de salud y sus dimensiones y, la segunda, hace mención a la totalidad de las prestaciones pretendidas o requeridas para el tratamiento y mejoría de las condiciones de salud y de la calidad de vida de las personas. 

Esta segunda perspectiva del principio de integralidad ha sido considerada de gran importancia para esta Corporación, toda vez que constituye una obligación para el Estado y para las entidades encargadas de brindar el servicio de salud, pues el mismo, debe ser prestado eficientemente y con la autorización total de los tratamientos, medicamentos, intervenciones, procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás que el paciente requiera con ocasión del cuidado de su patología y que sean considerados como necesarios por el médico tratante.

Dado lo anterior, es procedente el amparo por medio de la acción de tutela del tratamiento integral, pues con ello se garantiza la atención, en conjunto, de las prestaciones relacionadas con las patologías de los pacientes previamente determinadas por su médico tratante.” 

De acuerdo con lo anterior, considera la Sala que el Juez de primer nivel estuvo atinada al abstenerse de conceder la protección integral en salud que reclama el accionante, pues si bien él afirma que la accionada ha incumplido su deber constitucional de garantizarle los servicios de salud que ha requerido, lo que se observa es que él no respaldó sus afirmaciones de tal modo que pueda inferirse sin asomo de dudas que es necesaria la intervención de este Juez constitucional para proceder a dar las órdenes que pretende, especialmente si a esas aseveraciones se le contraponen los argumentos esgrimidos por parte de la accionada, en el sentido de haber venido garantizando todos los servicios en salud que el ha requerido. 

De acuerdo con lo anterior, debe aclararse que ese tipo de mandatos no pueden darse de forma caprichosa y sin analizar detenidamente el cumplimiento de los requisitos ya expuestos para esos fines, ello porque aunque en sede de tutela la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, no quiere decir esto que el Juez pueda entrar a proteger derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente, cosa que no ocurre en este caso.
Vistas así las cosas, es claro que no se ha demostrado una actitud renuente por parte de la entidad demandada, o una actitud evasiva de sus responsabilidades que lleve a pensar que se deben dar órdenes adicionales, ello significa que este Juez de tutela no tiene a su alcance ninguna prueba o fundamento que deje entrever la vulneración que supuestamente se le ha generado a los derechos fundamentales del señor Ciro Aléxis; y bajo esa perspectiva, la presente acción constitucional resulta improcedente. Así lo ha dicho la Corte Constitucional: 
“(…) En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003 o la T-883 de 2008, al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”, ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   

 

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”. 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela.”

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que no existe conducta alguna vulneradora de los derechos fundamentales invocados por la accionante, de acuerdo a ello, la decisión evaluada se habrá de confirmar. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Tutelas, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad conferida en la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 3º Penal del Circuito de esta ciudad, mediante la cual negó las pretensiones planteadas en la acción de tutela promovida por el señor CIRO ALÉXIS GARCÍA ESCOBAR en contra de la NUEVA EPS.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-022 de 18 de enero de 2011, MP. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Sentencia T-576/08


� Corte Constitucional, sentencia T-130 de 2014, M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 





Página 5 de 7

